	Fecha
	 13 de setiembre de 1965
	Sesión número
	42

	Motivo: Amparo

	Recurrente: JUAN RAFAEL ORTIZ ESCALANTE

	Recurrido: MINISTRO DE GOBERNACIÓN

	Objeto del recurso: ND

	Respuesta del recurrido: ND

	Parte dispositiva
	Se rechaza de plano.  El señor Ministro de Gobernación no ha violado los artículos 40 y 41 de la Constitución Política, al denegar la petición que le hizo el recurrente para que ordenara al Director de los Archivos Nacionales extenderle una certificación, para efectos de probar sus buenos antecedentes ante la Facultad de Derecho, sin hacer constar una sentencia condenatoria penal que existe en un proceso que se custodia en esos Archivos, recaída contra el reclamante, cuya inscripción en el Registro de Delincuentes está cancelada.  Los Magistrados Jacobo y Fernández votaron en el sentido de que es preferible darle el trámite de ley al recurso.


N° 42
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día trece de setiembre de mil novecientos sesenta y cinco, con asistencia de los señores Magistrados Elizondo, Presidente; Quirós,  Calzada, Jacobo, Jiménez, Coto, Soto, Fernández, Sanabria, Jugo, Trejos, Odio  y Porter.
Artículo IV
Se conoció del recurso de amparo establecido por el Bachiller en Leyes Juan Rafael Ortiz Escalante contra el señor Ministro de Gobernación, y discutido ampliamente el caso de acordó rechazarlo de plano, con base en las siguientes razones:  El señor Ministro de Gobernación no ha violado los artículos 40 y 41 de la Constitución Política, al denegar la petición que le hizo el recurrente para que ordenara al Director de los Archivos Nacionales extenderle una certificación, para efectos de probar sus buenos antecedentes ante la Facultad de Derecho, sin hacer constar una sentencia condenatoria penal que existe en un proceso que se custodia en esos Archivos, recaída contra el reclamante, cuya inscripción en el Registro de Delincuentes está cancelada.  No infringe la resolución ministerial, la garantía individual protegida en el artículo 40 citado, porque el señor Ministro al acuerpar el criterio del Director de los Archivos, en el sentido de que este funcionario no puede omitir el referirse en esa certificación a dicha sentencia penal, no está manteniendo una pena perpetua contra el recurrente, desde luego que el hecho de que el referido Director, obligado como está a certificar la verdad de lo que los documentos que custodia expresan, no está perpetuando pena alguna contra el reclamante, sino cumpliendo con uno de los deberes de su cargo, revestido con la fe pública que le confiere la ley (ver artículo 3° del Decreto No. XXV de 23 de julio de 1881).  No es argumento en contrario, el de que en el Registro de Delincuentes se haya cancelado la respectiva inscripción de la pena impuesta al recurrente, y que ese Registro le haya extendido certificación  de que en el mismo no existen sentencias condenatorias contra él, porque la ley facultaba al Jefe de esa oficina para hacer esa manifestación.  Pero no existe ley alguna que permita al Jefe de los Archivos Nacionales alterar la verdad, dando fe en contrario de lo que los documentos que custodia expresan.  La resolución, pues, del Ministerio de Gobernación no es atentatoria de la garantía que protege el artículo 40 de nuestra Carta Fundamental, ni infringe el artículo 41 de la misma desde luego que el señor Ministro, por las razones que se tienen expuestas, ni ha impedido que el recurrente recurra a las leyes en reparación de injurias o daños que haya recibido, ni ha resuelto su caso con denegación o retardo de justicia.

Cabe agregar, que la Corte no entra a examinar numerosas violaciones, que pretende el recurrente que el señor Ministro cometió de preceptos del Código Penal, porque el recurso de amparo ha de concretarse únicamente a las que cometan las autoridades contra los cánones constitucionales.  Artículo 2 de la Ley de Amparo.  


Los Magistrados Jacobo y Fernández votaron en el sentido de que es preferible darle el trámite de ley al recurso.

